EXTRACTO ACUERDOS ADOPTADOS POR LA JUNTA DE GOBIERNO LOCAL EN SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL DÍA 18 DE ABRIL DE 2018
Señores asistentes

Alcalde-Presidente

D. Francisco Miralles Jiménez 

Tenientes de Alcalde

Dª Mª Soledad Aranda Martínez

D. Miguel Camacho Magaña

D. José Francisco López Salido 

Dª Francisca Hidalgo Fernández

D. Antonio García Martínez

Secretaria Accidental

Dª Magdalena Fernández Olmedo

O R D E N     D E L     D I A

PUNTO 1º.- APROBACIÓN, SI PROCEDE, DEL ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR.- Al no formularse observación alguna por parte de los asistentes, por unanimidad, se aprueba el acta de la sesión celebrada el día 11 de abril de 2018.

PUNTO 2º.- ORDENACIÓN DE GASTOS.- Dada cuenta de la relación de gastos nº 14, de fecha 17 de abril de 2018, efectuada por la Sra. Interventora, la Junta de Gobierno Local, por unanimidad, acuerda aprobar los gastos que en la misma se relacionan, según consta en el expediente, por un total de 82.828,42 euros con cargo al Presupuesto Municipal, por importe de 4.381,81 euros con cargo a la Residencia de Mayores “Padre Zegrí” y por importe de 72,45 euros con cargo a la Residencia de Adultos “Virgen del Rosario”.
Asimismo, la Junta de Gobierno Local, por unanimidad, acuerda la aprobación del gasto en concepto de daños en vehículo de su propiedad marca MITSUBISHI.
PUNTO 3º.- ESCRITOS Y DISPOSICIONES GENERALES DE INTERÉS.- Asimismo, la Junta de Gobierno Local queda enterada de distintos escritos y comunicaciones de los que se le da cuenta.

PUNTO 4º.- LICENCIAS Y AUTORIZACIONES.-

I.- RECTIFICACIÓN DE ERROR MATERIAL EN LICENCIA DE PRIMERA UTILIZACIÓN.- La Junta de Gobierno Local, en sesión celebrada el día 11 de abril de 2018, adoptó, entre otros, el acuerdo de conceder licencia de primera utilización para piscina y estudio, reformado al proyecto de piscina y estudio en Avda. Doctor Enrique Suca nº 100 de esta ciudad.
Advertido error material en la dirección del inmueble objeto de la concesión de la licencia, la Junta de Gobierno Local, por unanimidad, acuerda rectificar el acuerdo de 11 de abril de 2018, en el siguiente sentido:

Donde dice: “…en Avda. Doctor Enrique Suca nº 100 de esta ciudad…”

Debe decir: “… en C/ Alcalde Juan Barberán Fernández espalda a Avda. Doctor Enrique Suca de esta ciudad…”

PUNTO 5º.- BAJAS DISTINTOS SERVICIOS.- Se deja el asunto sobre la mesa.
PUNTO 6º.- RECLAMACIONES VARIAS.- 
I.- RECLAMACIÓN.- Dada cuenta del escrito presentado en el que expone que el recibo del Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI-Urbana) de la finca con referencia catastral 23095A020000370000GW correspondiente al ejercicio 2018, y en virtud de lo establecido en la cláusula 2ª apartados D) y H) de la escritura de segregación y compraventa de fecha 14 de julio de 1997 con protocolo nº 773, le corresponde al Excmo. Ayuntamiento de Villacarrillo la asunción del pago de dicho impuesto, y en base a los informes recabados en los que se acredita que a día de la fecha la finca indicada no tiene la condición de solar al carecer de todos los servicios urbanísticos, la Junta de Gobierno Local, por unanimidad, acuerda solicitar al Servicio Provincial de Gestión y Recaudación la anulación del recibo con referencia nº 000070009986.
II.- RECLAMACIONES POR AVERÍA INTERIOR.- Se da cuenta del escrito de fecha 13 de marzo de 2018 presentado por la Sociedad Mixta del Agua de Jaén S.A., SOMAJASA, en el que se solicita se dé el visto bueno a la reducción del 25% en la facturación por avería interior en reclamaciones contra recibos de agua, y en base al informe del Servicio de Aguas de este Ayuntamiento, la Junta de Gobierno Local, acuerda acceder a dicha solicitud.  
III.- RECLAMACIÓN.- Se da cuenta del escrito de reclamación presentado solicitando revisión del contador y de los consumos facturados por ser desorbitados, y en base a los informes emitidos, la Junta de Gobierno Local, por unanimidad, desestimar la reclamación debido a que es imposible determinar si son correctos o no por el tiempo transcurrido, estando éstos además en vía ejecutiva. Asimismo habrá de solicitar la revisión del contador a la empresa adjudicataria de la gestión del servicio, Sociedad Mixta del Agua de Jaén S.A., SOMAJASA. 
IV.- RECURSO DE REPOSICIÓN.- Se da cuenta del Recurso de Reposición interpuesto contra liquidación nº 2018/224 del Impuesto sobre Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana (Plusvalía), practicada en fecha 19/03/2018, y emitido informe de Intervención, que a continuación se transcribe:

“A. ANTECEDENTES DE HECHO.-

PRIMERO.- Que según documento de fecha 15/10/2004 (Escritura de Compraventa) adquirieron el solar de uso industrial, con referencia catastral 3293304VH9139S0001AR. 

SEGUNDO.- Que dicho bien con referencia catastral 3293304VH9139S0001AR, se vendió en fecha 26/02/2018. 

TERCERO.- El contribuyente alega que la liquidación de la venta del bien no ha tenido en cuenta el principio de capacidad económica consagrado en la Constitución y que el Impuesto de Plusvalía no establece ningún mecanismo que permita impedir el gravamen de minusvalías reales, reclamándose por parte del mismo ante este Ayuntamiento que de la transmisión practicada no resulta una plusvalía cierta y real que pueda ser gravada, constituyendo la liquidación de la misma practicada/ingresada nula, y como consecuencia procede la admisión del recurso de reposición presentado en fecha 12/04/2018.


CUARTO.- Que ante el fallo del TC de 11 de Mayo de 2017 que ha anulado los artículos 107.1, 107.2 a) y 110.4 del TRLRHL y ante el fallo del TC de 16 de Febrero de 2017 que ha anulado la normativa foral que crea el incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana, la norma cuestionada al igual que la estatal, establece un impuesto de plusvalía que no tiene en cuenta los decrementos patrimoniales.

B. FUDAMENTO DE DERECHO.-
PRIMERO.- Advirtiendo que la Sentencia del Tribunal Constitucional de 11/05/2017, ha estimado la cuestión de inconstitucionalidad núm. 4864-2016, y en consecuencia declara que los artículos 107.1, 107.2 a) y 110.4, todos ellos del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, son inconstitucionales y nulos, pero únicamente en la medida que someten a tributación situaciones de inexistencia de incrementos de valor y advirtiendo, así mismo, que la Sentencia del Tribunal Constituciones, de 16/02/2017, anula parcialmente la norma foral que crea el incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana en Guipúzcoa y siendo conscientes que la norma cuestionada, al igual que la Estatal, establece un impuesto sobre la plusvalía de los terrenos de naturaleza urbana, impuesto que se devenga en el momento en que se produce la venta del bien y que se calcula de forma objetiva a partir de su valor catastral y de los años (entre un mínimo de uno y un máximo de veinte) durante los que el propietario ha sito titular del mismo. La Dirección General de Tributos en Consulta vinculante num. V0153-14 de 23 de enero 2014, con ocasión de un supuesto en donde se aducía un decrecimiento del valor del terreno, vino a sostener que la base imponible determinada conforme a las reglas del artículo 107 del TRLRHL no admitía prueba en contrario, y razonaba lo siguiente: así, en los años del llamado “boom inmobiliario”, en los que el valor de mercado de los inmuebles se incrementaba muy por encima de los valores catastrales, si un ayuntamiento realizaba una comprobación tributaria, sólo podría comprobar que la cuota del impuesto ingresada se había determinada aplicando correctamente las normas reguladoras del TRLRHL, sin que pudiera atribuir un valor mayor fundamentado en que el incremento “real” del terreno era superior al derivado de las reglas del artículo 107 del TRLRHL. El legislador, pudiendo escoger entre diversas fórmulas para determinar el incremento del valor del terreno, ha optado por la establecida en el artículo 107 del TRLRHL, y ha configurado por ley todos los elementos del tributo en función de dicho método de cuantificación. 
SEGUNDO.- Así visto, pese a ello conocedores de que en sede judicial se ha podido llegar a admitir la capacidad probatoria de la falta de incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana, mediante pruebas periciales responden a criterios discrecionales y que requieren ser valorados. A sabiendas de que incluso se llega a admitir actualmente que al sujeto pasivo de este impuesto le asiste el derecho a acudir a la tasación pericial contradictoria como método para confirmar o corregir la plusvalía.

TERCERO.- Que a pesar de las sentencias indicadas, debe ser el mismo tribunal constitucional el que se pronuncie en los mismos términos, induciendo al legislador estatal a introducir modificaciones en el artículo 104 y 107 del TRLRHL, en lo que respecta al cálculo de la base imponible de dicho impuesto.

CUARTO.-  A su vez cabe indicar que por seguridad jurídica, en nuestro Ordenamiento jurídico administrativo, la anulación de una disposición administrativa de carácter general no afecta a los actos administrativos firmes dictados en aplicación de la misma.
Las sentencias firmes que anulen un precepto de una disposición general no afectarán por sí mismas a la eficacia de las sentencias o actos administrativos firmes que lo hayan aplicado antes de que la anulación alcanzara efectos generales.

Además cuando el acto de aplicación de los tributos o de imposición de sanciones en virtud del cual se realizó el ingreso indebido hubiera adquirido firmeza, únicamente se podrá solicitar la devolución del mismo instando o promoviendo la revisión del acto mediante alguno de los procedimientos especiales de revisión establecidos en los párrafos a), c) y d) del artículo 216 y mediante el recurso extraordinario de revisión regulado en el artículo 244 de esta Ley.

Es decir, la declaración de inconstitucionalidad de la norma tributaria proyecta sus efectos hacia situaciones futuras, dejando a salvo los actos administrativos que hayan ganado firmeza, aquellas liquidaciones o autoliquidaciones no impugnadas en tiempo y forma, consecuentemente sólo cabría la devolución de ingresos cuando el acto de liquidación no haya ganado firmeza en el momento de declaración de inconstitucionalidad de la norma.

QUINTO.- En resumen:

1.- Aunque la sentencia del TC en relación al TRLRHL sobre la normativa común y normativa foral, hay que esperar a la materialización de la nueva regulación.

2.- Mientras el legislador estatal no se pronuncie el TRLRHL continúa vigente.

SEXTO.- Que mientras no se modifique la normativa estatal, y en concreto los preceptos del TRLHL que regulan su cálculo, no resulta de aplicación el fallo del TC. Y mucho menos a las liquidaciones practicadas y pagadas. Continuándose por parte de esta corporación a seguir practicando las liquidaciones según el artículo 107 del TRLRHL.”

La Junta de Gobierno Local, órgano competente por delegación expresa de la Alcaldía, y por unanimidad, acuerda:

PRIMERO.- Inadmitir el recurso de reposición interpuesto.

SEGUNDO.- Notificar a los interesados. Contra la desestimación del recurso, procede la presentación de recurso contencioso administrativo dentro de plazo. No obstante se podría solicitar a su vez el aplazamiento o fraccionamiento del pago, en espera de un posible régimen transitorio que pueda declarar la futura norma, evitando de esta forma, la firmeza de la liquidación y hacer efectivo en su caso el pago del tributo.

V.- RECURSOS REPOSICIÓN.- Se da cuenta de los Recursos de Reposición interpuestos contra las siguientes liquidaciones del Impuesto sobre Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana (Plusvalía):

PRIMERO.- Recurso de Reposición contra la liquidación nº 2018/89 del Impuesto sobre Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana (Plusvalía) y emitido informe de Intervención, que a continuación se transcribe:
“En el periodo de audiencia, se ha presentado alegaciones con registro de entrada nº 2018/ 1204.
Resumen del contenido de las alegaciones: Se recurre en reposición una liquidación del Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana, por los motivos que declara como inconstitucionales, la sentencia de 16 de febrero de 2017 del Tribunal Constitucional.

Esta Intervención considera que procede la desestimación por los siguientes motivos: 

En relación con el recurso presentado se exponen los siguientes:

PRIMERA.- Frente a la liquidación practicada por esta Corporación se opone por la recurrente, en puridad, la AUSENCIA DE INCREMENTO DE VALOR como causa que justificaría la inexistencia del Impuesto.

Lo primero que debemos advertir es que, en efecto, la reciente STC de 16/02/2017 anula parcialmente la norma foral que crea el incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana en Guipúzcoa. La norma cuestionada, al igual que la Estatal, establece un impuesto sobre la plusvalía de los terrenos de naturaleza urbana, impuesto que se devenga en el momento en que se produce la venta del bien y que se calcula de forma objetiva a partir de su valor catastral y de los años (entre un mínimo de uno y un máximo de veinte) durante los que el propietario ha sido titular del mismo. Constan otras tantas cuestiones pendientes de resolver, pero esta vez, referidos a la norma estatal, Arts. 104 y 107 del TRLRHL, por lo que es evidente que el TC se pronunciará en los mismos términos, induciendo al legislador estatal a introducir las modificaciones oportunas.
En este sentido, la propia Sentencia establece que: «Por último, debe señalarse que la forma de determinar la existencia o no de un incremento susceptible de ser sometido a tributación es algo que sólo corresponde al legislador, en su libertad de configuración normativa, a partir de la publicación de esta Sentencia, llevando a cabo las modificaciones o adaptaciones pertinentes en el régimen legal del impuesto que permitan arbitrar el modo de no someter a tributación las situaciones de inexistencia de incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana.»
A día de hoy, por tanto, el legislador obligado a introducir las modificaciones oportunas es el de la Comunidad Foral de Guipúzcoa, pero ello no empiece a que el legislador estatal revise el impuesto tras el nuevo escenario, articulando, de ser el caso, los medios necesarios a través del cual el administrado pueda acreditar la inexistencia de incremento.

SEGUNDA.- La Dirección General de Tributos en Consulta vinculante num. V0153-14 de 23 enero 2014 con ocasión de un supuesto en donde se aduce un decrecimiento del valor del terreno indica que la base imponible determinada conforme a las reglas del artículo 107 del TRLRHL no admite prueba en contrario, y razona lo siguiente: así, en los años del llamado 'boom inmobiliario', en los que el valor de mercado de los inmuebles se incrementaba muy por encima de los valores catastrales, si un ayuntamiento realizaba una comprobación tributaria, sólo podía comprobar que la cuota del impuesto ingresada se había determinado aplicando correctamente las normas reguladoras del TRLRHL, sin que pudiera atribuir un valor mayor fundamentado en que el incremento 'real' del terreno era superior al derivado de las reglas del artículo 107 del TRLRHL. El legislador, pudiendo escoger entre diversas fórmulas para determinar el incremento de valor del terreno, ha optado por la establecida en el artículo 107 del TRLRHL, y ha configurado por ley todos los elementos del tributo en función de dicho método de cuantificación.

En efecto, como es sabido, el IIVTNU es un impuesto que grava el incremento de valor (plusvalías) que experimenten los terrenos de naturaleza urbana, que en éste caso, se ha puesto de manifiesto por la transmisión de la propiedad del particular.

El impuesto se exige sobre la base de unos porcentajes anuales determinados por el Ayuntamiento dentro de los límites del Art. 107.4 del TRLRHL que se aplican al valor de los terrenos en el momento del devengo; en el supuesto concreto el 22/12/2016. El actual artículo 107.1 del texto refundido establece que: «la base imponible de este impuesto está constituida por el incremento del valor de los terrenos, puesto de manifiesto en el momento del devengo y experimentado a lo largo de un período máximo de 20 años.»
En las transmisiones de terrenos, el valor será el que tenga determinado en dicho momento -devengo- a efectos del Impuesto sobre Bienes Inmuebles.

Sentado el anterior y ACTUAL marco normativo cabe concretar que la determinación de la base imponible del impuesto es cuestión y materia sujeta a las más estricta reserva de Ley, Art.8 LGT 58/2003, 31.1 y 133.1 y 2 CE, y que acceder a la pretensión de la recurrente supondría:
1º.-  modificar o alterar el elemento económico tan esencial como la base imponible fuera de los límites y parámetros impuesto por el legislador, lo que está totalmente fuera del alcance del ente gestor del tributo y,

2º.- en definitiva, alterar la valoración de un inmueble a efectos de IBI, cuando dicha competencia corresponde de forma expresa y única, al Estado, a través del Centro de Gestión Catastral.

Es por tanto, y sin perjuicio de lo que más adelante se expondrá, materialmente imposible acceder en vía administrativa a la pretensión suscitada en tanto no se proyecte la adecuada modificación legislativa.

TERCERA.- No obstante lo anterior, es el caso que en sede judicial han sido constantes los pronunciamiento estimatorios negando la exigencia del impuesto en los supuestos de inexistencia de incremento, y se parte de un argumento central; el impuesto sobre el incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana está grabando en la actualidad una riqueza inexistente o ficticia, por lo que cuando se acredite y pruebe que no ha existido, en términos económicos y reales incremento alguno, el IIVTNU no podrá exigirse. Si atendemos a los distintos pronunciamientos judiciales existentes en la materia, la única prueba admitida para desvirtuar los valores objetivos tomados por la Administración es la pericial.
Cabe destacar, en este sentido, la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Navarra de fecha 17 de Abril de 2002, que en su fundamento de derecho tercero expone: «No comparte el juzgador la argumentación actora constante jurisprudencia (STS de 20-2-2001 , 19-1-2001, 2-7-1998, etc.), partiendo de que tanto el valor asignado al bien de que se trate como la liquidación del tributo gozan de la presunción de 
legalidad, viene exigiendo, para destruirla, la existencia de una prueba 'plena, objetiva y convincente' -normalmente, la prueba pericial, más idónea a estos fines- acreditativa de que, efectivamente, el valor asignado a las parcelas en cuestión superó el valor de mercado, prueba que no ha tenido lugar y de la que, contrariamente a lo sostenido por la mercantil recurrente, no le eximía la circunstancia de la venta de aquéllas por una Entidad pública, pues -y en ello debe darse la razón al Ayuntamiento- el dato del precio de venta acordado por las partes es insuficiente para demostrar la errónea determinación de los criterios valorativos de la Ponencia, al no aportarse elementos de juicio reveladores de la afirmada desproporción respecto del precio real o de mercado, debiendo señalarse, además, la improcedencia de la corrección de un valor a instancia de los sucesivos adquirentes del terreno cuando el mismo no fue impugnado por su titular en el momento de su fijación.»
En igual sentido la Sentencia del TSJA con sede en Sevilla, de 15/10/2015, que cita las del TSJMadrid de 14 y 24/04/2015 (recurso nº 283/2014) y 16/12/2014 (recurso 295/2014): «aunque esta Sala pudiera compartir cuanto se argumenta en esta sentencia dictada por su homónima de Cataluña … corresponde al sujeto pasivo acreditar que el aumento de valor no se ha producido», y concluye, como es esas otras sentencias, que «en el caso presente tampoco se ha practicado prueba pericial que acredite la inexistencia de incremento del valor, no siendo suficiente respecto a un tercero, como es el Ayuntamiento, el valor declarado por la parte en una escritura pública, o el precio que figure en un procedimiento civil...»
El Tribunal Superior de Justicia de Cataluña en las Sentencias de 21 de marzo de 2012 y de 22 de mayo de 2012, dictadas en recursos dirigidos frente a la ordenanza fiscal determinan que: «1.ª)Cuando se acredite y pruebe que en el caso concreto no ha existido, en términos económicos y reales, incremento alguno, no tendrá lugar el presupuesto de hecho fijado por la ley para configurar el tributo (Art. 104.1 LHL), y éste no podrá exigirse, por más que la aplicación de las reglas del Art. 107.2 siempre produzca la existencia de teóricos incrementos».
Del tenor de la comentada STC la propia Abogacía del Estado refiere que: «...el Art. 108 de la Ley 58/2003 admite expresamente la prueba en contrario de las presunciones, 'excepto en los casos en que una norma con rango de ley expresamente lo prohíba', lo que no sucede con la previsión analizada pues la normativa del tributo no prohíbe expresamente la prueba en contrario en relación con la plusvalía del suelo, lo que permite concluir que la aplicación del sistema de cuantificación establecido en el artículo 107.2 del TRLHL para el impuesto puede considerarse como una presunción 'iuris tantum' del incremento del valor del suelo y, en consecuencia, que puede decaer por la probanza y acreditación de que tal valor ha sido otro distinto. Pero no sólo eso, sino que, mediante una interpretación de los Arts. 107 y 104 LHL, en conexión con el sistema de comprobación de valores establecido en la Ley 58/2003 (Arts. 57, 134 y 135), se puede entender que al sujeto pasivo le asiste el derecho a acudir a la tasación pericial contradictoria como método para la confirmación o corrección de la plusvalía sujeta a gravamen.»
Es decir, todo parece indicar que la reforma pudiera ir encaminada a esa idea, la de establecer un valor -base imponible- que admitiera prueba en contrario. Pero esto es algo que no debemos dar por sentado de forma taxativa habida cuenta que las posibilidades de reforma son variadas, siendo difícil por tanto y al día de la fecha, determinar unos elementos económicos en el impuesto distintos de los previstos en la norma, el TRLRHL, que, como hemos advertido queda al margen, por ahora, de la declaración de inconstitucionalidad.

A mayor abundamiento, conocedores de que en sede judicial se ha podido llegar a admitir la capacidad probatoria de la falta de incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana, se adjunta prueba pericial que responde a criterios discrecionales y que requiere ser valorado con mayor rigor técnico a sabiendas de que incluso se llega a admitir actualmente que al sujeto pasivo de este impuesto le asiste el derecho a acudir a la tasación pericial contradictoria como método para confirmar o corregir la plusvalía.

CUARTA.- Resta analizar cual sea la eficacia de las declaraciones de inconstitucionalidad y de la situaciones jurídico tributarias consolidadas, es decir si tal situación afectaría a aquellos actos fenecidos por haber adquirido firmeza y una vez esto, incluso de admitirse, que conlleve el reconocimiento del derecho a la devolución.
Respecto a la eficacia 'prospectiva' de las sentencias del Tribunal Constitucional en materia tributaria, señalaremos que la declaración de inconstitucionalidad de una disposición general sólo afectaría a actos y liquidaciones tributarias no firmes, ad futurum, sin que tampoco en estos supuestos, implique necesariamente la devolución de los ingresos efectuados. STC 45/1989 de 20 de febrero.
Por exigencias del principio de seguridad jurídica, en nuestro Ordenamiento jurídico administrativo, ha sido tradicional que la anulación de una disposición administrativa de carácter general no afectase a los actos administrativos firmes dictados en aplicación de la misma. Así se expresaba el antiguo artículo 120.1 de la LPA de 1958. Pues bien el Art.73 de la LJCA, en mayor medida si cabe, viene a reintroducir, a nivel de Derecho Positivo, esa especie de salvaguarda de los actos firmes dictados en aplicación de un precepto de una disposición general anulado por sentencia firme antes de que la anulación alcance efectos generales, haciéndolo extensible igualmente, para los casos de cosa juzgada, «Artículo 73. [Declaración de nulidad] Las sentencias firmes que anulen un precepto de una disposición general no afectarán por sí mismas a la eficacia de las sentencias o actos administrativos firmes que lo hayan aplicado antes de que la anulación alcanzara efectos generales, salvo en el caso de que la anulación del precepto supusiera la exclusión o la reducción de las sanciones aún no ejecutadas completamente.»
Tal y como sucede para los casos de declaración de inconstitucionalidad en el Art. 40 LOTC: «Las sentencias declaratorias de la inconstitucionalidad de Leyes, disposiciones o actos con fuerza de Ley no permitirán revisar procesos fenecidos mediante sentencia con fuerza de cosa juzgada en los que se haya hecho aplicación de las Leyes, disposiciones o actos inconstitucionales, salvo en el caso de procesos penales o actos contencioso-administrativos referentes a un procedimiento sancionador en que, como consecuencia de la nulidad de la norma aplicada, resulte una reducción de la pena o de la sanción o una exclusión, exención o limitación de responsabilidad.»
Es precisamente el principio de seguridad jurídica uno de los límites previstos por el Art.110 de la Ley 39/2019, a las facultades de revisión de los actos administrativos.
La misma conclusión cabe extraer de lo dispuesto en el Art.221.3 LGT 58/2003 al establecer que: «Cuando el acto de aplicación de los tributos o de imposición de sanciones en virtud del cual se realizó el ingreso indebido hubiera adquirido firmeza, únicamente se podrá solicitar la devolución del mismo instando o promoviendo la revisión del acto mediante alguno de los procedimientos especiales de revisión establecidos en los párrafos a), c) y d) del artículo 216 y mediante el recurso extraordinario de revisión regulado en el artículo 244 de esta Ley».
En resumen, la declaración de inconstitucionalidad de la norma tributaria proyecta sus efectos hacía situaciones futuras, dejando a salvo los actos administrativos que hayan ganado firmeza, aquellas liquidaciones o autoliquidaciones no impugnadas en tiempo y forma, consecuentemente solo cabría la devolución de ingresos cuando el acto de liquidación no haya ganado firmeza en el momento de declaración de inconstitucionalidad de la norma.
Por otra parte, la actual Ley 40/2015 de Régimen Jurídico del Sector Público establece que entre las novedades más destacables en este ámbito, merecen especial mención los cambios 
introducidos en la regulación de la denominada 'responsabilidad patrimonial del Estado Legislador' por las lesiones que sufran los particulares en sus bienes y derechos derivadas de leyes declaradas inconstitucionales o contrarias al Derecho de la Unión Europea, concretándose las condiciones que deben darse para que se pueda proceder, en su caso, a la indemnización que corresponda.

La Ley 40/2015, en su artículo 32.4, recoge con escasos cambios, el contenido del anterior artículo 139.3 de la Ley 30/92, si bien cabe destacar que es la primera vez que un texto normativo se hace referencia expresa a la responsabilidad del Estado Legislador.

Dicha responsabilidad puede darse por aplicación de leyes inconstitucionales o contrarias al Derecho de la Unión Europea. 
Así, el Art. 32 Ley 40/2015: «3.- La responsabilidad del Estado legislador podrá surgir también en los siguientes supuestos, siempre que concurran los requisitos previstos en los apartados anteriores:

a) Cuando los daños deriven de la aplicación de una norma con rango de ley declarada inconstitucional, siempre que concurran los requisitos del apartado 4.


b) Cuando los daños deriven de la aplicación de una norma contraria al Derecho de la Unión Europea, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 5.


4.- Si la lesión es consecuencia de la aplicación de una norma con rango de ley declarada inconstitucional, procederá su indemnización cuando el particular haya obtenido, en cualquier instancia, sentencia firme desestimatoria de un recurso contra la actuación administrativa que ocasionó el daño, siempre que se hubiera alegado la inconstitucionalidad posteriormente declarada.»

QUINTA.- Respecto a la suspensión.

En principio la interposición de un recurso administrativo no produce efecto suspensivo alguno, es decir, la eficacia del acto no queda enervada por la mera interposición de un recurso, ni administrativo ni judicial.

A tenor de lo previsto en la Disposición Adicional Primera de la Ley 39/2015, la revisión de actos en vía administrativa en materia tributaria se ajustará a lo dispuesto en la Ley General Tributaria y normativa de desarrollo, y ya en el ámbito de aplicación de los tributos locales y restantes ingresos de derecho público, en el Texto refundido de la Ley Reguladora de Haciendas Locales; Art.108 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de BRL: «Contra los actos sobre aplicación y efectividad de los tributos locales, y de los restantes ingresos de Derecho Público de las entidades locales, tales como prestaciones patrimoniales de carácter público no tributarias, precios públicos, y multas y sanciones pecuniarias, se formulará el recurso de reposición específicamente previsto a tal efecto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales. Dicho recurso tendrá carácter potestativo en los municipios a que se refiere el título X de esta Ley».
Pues bien, el Art.14 del TRLRHL en donde se regula el correspondiente Recurso preceptivo en materia de tributación local, dispone en su apartado 2º letra i) que la interposición del recurso de reposición no suspenderá la ejecución del acto impugnado, salvo -por remisión a lo dispuesto en el RD 2244/1979 y RD 391/1996 (actual RGRVA aprobado por RD 520/2005, de 13 de mayo, y Arts. 224 y 233 de la Ley General Tributaria 58/2003)-; a) que se aporte alguna de las garantías legalmente previstas, en cuyo caso, de admitirse, la suspensión será automática o, b) sin necesidad de aportarla, cuando se aprecie que al dictarlo se ha podido incurrir en error aritmético, material o de hecho, y en aquellos otros supuestos que se fundamenten en perjuicios de difícil o imposible reparación; Arts.25 y 46 del RD 520/2005.

En definitiva, lo determinante en este punto, es que la revisión de actos en materia tributaria se aparta del régimen general de la Ley 39/2015, que en lo referente a las solicitudes de suspensión rige el silencio positivo previsto en el Art.117.3 del citado texto. Por contra, en el ámbito tributario y restantes ingresos de Derecho Público de las entidades locales la interposición de un recurso, con solicitud de suspensión, no supone la suspensión del acto, como tampoco lo supone su tácita desestimación, cuya consecuencia no es otra que entenderlo desestimado por el transcurso del plazo de 1 mes a computar desde la interposición del mismo sin haber recaído resolución expresa, Art.14, apartado 2º letra l).

CONCLUSIÓN

Primera.- A tenor de lo expuesto resulta difícil plantear a día de hoy un escenario distinto en el Impuesto al previsto en el actual TRLRHL, por lo que, en tanto que dicha norma, al día de la fecha, no esta afectada por el fallo del TC, la actual liquidación impugnada se atempera a derecho, debiendo desestimar por tales motivos el recurso interpuesto. Recordemos que la determinación de la base imponible del impuesto es cuestión y materia sujeta a la más estricta reserva de Ley, Art.8 LGT 58/2003, 31.1 y 133.1 y 2 CE. En todo caso, lo que es evidente es que esa depreciación de valor debe quedar debidamente acreditada y tal como se infiere de los distintos pronunciamientos judiciales, y como aduce la Abogacía del Estado en la STC antes comentado: «mediante una interpretación de los Arts. 107 y 104 LHL, en conexión con el sistema de comprobación de valores establecido en la Ley 58/2003 (Arts. 57, 134 y 135), se puede entender que al sujeto pasivo le asiste el derecho a acudir a la tasación pericial contradictoria como método para la confirmación o corrección de la plusvalía sujeta a gravamen». Se adjunta prueba pericial que responde a criterios discrecionales y que requiere ser valorado con mayor rigor técnico a sabiendas de que incluso se llega a admitir actualmente que al sujeto pasivo de este impuesto le asiste el derecho a acudir a la tasación pericial contradictoria como método para confirmar o corregir la plusvalía.

Por lo que, en principio, ese sería el único medio suficiente para estimar en vía administrativa un recurso de tales características.

Por las razones expuestas se propone 

PRIMERO.- Desestimar el recurso confirmando como ajustada a Derecho la liquidación practicada 2018/89 y abonada por los motivos anteriormente expuestos.
SEGUNDO. Notificar a los interesados.”
La Junta de Gobierno Local, órgano competente por delegación expresa de la Alcaldía, y por unanimidad, acuerda desestimar el recurso de reposición interpuesto contra liquidación nº 2018/89 del Impuesto sobre Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana (Plusvalía).

SEGUNDO.- Recurso de Reposición contra las liquidaciones con referencia nº 1800000024814 y con referencia nº 1800000024984 del Impuesto sobre Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana (Plusvalía), y emitido informe de Intervención, que a continuación se transcribe:
“En el periodo de audiencia, se ha presentado alegaciones con registro de entrada nº 2018/ 3192.
Resumen del contenido de las alegaciones: Se recurre en reposición una liquidación del Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana, por los motivos que declara como inconstitucionales, la sentencia de 16 de febrero de 2017 del Tribunal Constitucional.
Esta Intervención considera que procede la desestimación por los siguientes motivos: 

En relación con el recurso presentado se exponen los siguientes:

CUESTIÓN PREVIA.- El argumento-tipo ya manifestado por el reclamante en anteriores recursos de reposición lo desarrolla a modo de “collage” de consideraciones jurídicas sin ligazón discursiva a saber: el Tribunal Constitucional declara inconstitucional los preceptos del RDL 2/2004 cuando no hay incremento del valor pero no dice cómo debe valorarse si hay o no incremento del valor. En efecto, la sentencia lo que dice es que “la forma de determinar la existencia o no de un incremento susceptible de ser sometido a tributación es algo que sólo corresponde al legislador, en su libertad de configuración normativa, a partir de la publicación de esta Sentencia, llevando a cabo las modificaciones o adaptaciones pertinentes en el régimen legal del impuesto que permitan arbitrar el modo de someter a tributación las situaciones de inexistencia de incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana”, y el legislador estatal todavía no se ha pronunciado ni ha modificado la normativa para establecer los criterios que deben utilizarse para poder determinar cuándo hay y cuando no hay incremento del valor. En consecuencia, la funcionaria que suscribe no va a proponer al Ayuntamiento la estimación de los recursos de los recursos de reposición argumentados en las sentencias citadas basadas en que el valor escriturado de la transmisión es inferior al de la adquisición TODA VEZ QUE ELLO NO SIGNIFICA NECESARIAMENTE QUE HAYA HABIDO UN DECREMENTO DEL VALOR DEL SUELO, PORQUE EN LA CAPACIDAD NEGOCIAL DE LOS SUJETOS INTERVIENEN OTROS FACTORES.
En consecuencia la línea argumental de la resolución es desestimatoria basada en la regla general objetiva fijada por el RDL 2/2004 y en las contestaciones a las consultas vinculantes de la Subdirección General de Tributos Locales en la forma siguiente:

PRIMERA.- Frente a la liquidación practicada por esta Corporación se opone por la recurrente, en puridad, la AUSENCIA DE INCREMENTO DE VALOR como causa que justificaría la inexistencia del Impuesto.

Lo primero que debemos advertir es que, en efecto, la reciente STC de 16/02/2017 anula parcialmente la norma foral que crea el incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana en Guipúzcoa. La norma cuestionada, al igual que la Estatal, establece un impuesto sobre la plusvalía de los terrenos de naturaleza urbana, impuesto que se devenga en el momento en que se produce la venta del bien y que se calcula de forma objetiva a partir de su valor catastral y de los años (entre un mínimo de uno y un máximo de veinte) durante los que el propietario ha sido titular del mismo. Constan otras tantas cuestiones pendientes de resolver, pero esta vez, referidos a la norma estatal, Arts. 104 y 107 del TRLRHL, por lo que es evidente que el TC se pronunciará en los mismos términos, induciendo al legislador estatal a introducir las modificaciones oportunas.
En este sentido, la propia Sentencia establece que: «Por último, debe señalarse que la forma de determinar la existencia o no de un incremento susceptible de ser sometido a tributación es algo que sólo corresponde al legislador, en su libertad de configuración normativa, a partir de la publicación de esta Sentencia, llevando a cabo las modificaciones o adaptaciones pertinentes en el régimen legal del impuesto que permitan arbitrar el modo de no someter a tributación las situaciones de inexistencia de incremento de valor de los terrenos de naturaleza urbana.»
A día de hoy, por tanto, el legislador obligado a introducir las modificaciones oportunas es el de la Comunidad Foral de Guipúzcoa, pero ello no empiece a que el legislador estatal revise el impuesto tras el nuevo escenario, articulando, de ser el caso, los medios necesarios a través del cual el administrado pueda acreditar la inexistencia de incremento.

SEGUNDA.- La Dirección General de Tributos en Consulta vinculante num. V0153-14 de 23 enero 2014 con ocasión de un supuesto en donde se aduce un decrecimiento del valor del terreno indica que la base imponible determinada conforme a las reglas del artículo 107 del TRLRHL no admite prueba en contrario, y razona lo siguiente: así, en los años del llamado 'boom inmobiliario', en los que el valor de mercado de los inmuebles se incrementaba muy por encima de los valores catastrales, si un ayuntamiento realizaba una comprobación tributaria, sólo podía comprobar que la cuota del impuesto ingresada se había determinado aplicando correctamente las normas reguladoras del TRLRHL, sin que pudiera atribuir un valor mayor fundamentado en que el incremento 'real' del terreno era superior al derivado de las reglas del artículo 107 del TRLRHL. El legislador, pudiendo escoger entre diversas fórmulas para determinar el incremento de valor del terreno, ha optado por la establecida en el artículo 107 del TRLRHL, y ha configurado por ley todos los elementos del tributo en función de dicho método de cuantificación.

En efecto, como es sabido, el IIVTNU es un impuesto que grava el incremento de valor (plusvalías) que experimenten los terrenos de naturaleza urbana, que en éste caso, se ha puesto de manifiesto por la transmisión de la propiedad del particular.

El impuesto se exige sobre la base de unos porcentajes anuales determinados por el Ayuntamiento dentro de los límites del Art. 107.4 del TRLRHL que se aplican al valor de los terrenos en el momento del devengo; en el supuesto concreto el 22/12/2016. El actual artículo 107.1 del texto refundido establece que: «la base imponible de este impuesto está constituida por el incremento del valor de los terrenos, puesto de manifiesto en el momento del devengo y experimentado a lo largo de un período máximo de 20 años.»

En las transmisiones de terrenos, el valor será el que tenga determinado en dicho momento -devengo- a efectos del Impuesto sobre Bienes Inmuebles.

Sentado el anterior y ACTUAL marco normativo cabe concretar que la determinación de la base imponible del impuesto es cuestión y materia sujeta a las más estricta reserva de Ley, Art.8 LGT 58/2003, 31.1 y 133.1 y 2 CE, y que acceder a la pretensión de la recurrente supondría:

1º.-  modificar o alterar el elemento económico tan esencial como la base imponible fuera de los límites y parámetros impuesto por el legislador, lo que está totalmente fuera del alcance del ente gestor del tributo y,

2º.- en definitiva, alterar la valoración de un inmueble a efectos de IBI, cuando dicha competencia corresponde de forma expresa y única, al Estado, a través del Centro de Gestión Catastral.

Es por tanto, y sin perjuicio de lo que más adelante se expondrá, materialmente imposible acceder en vía administrativa a la pretensión suscitada en tanto no se proyecte la adecuada modificación legislativa.
TERCERA.- No obstante lo anterior, es el caso que en sede judicial han sido constantes los pronunciamiento estimatorios negando la exigencia del impuesto en los supuestos de inexistencia de incremento, y se parte de un argumento central; el impuesto sobre el incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana está grabando en la actualidad una riqueza inexistente o ficticia, por lo que cuando se acredite y pruebe que no ha existido, en términos económicos y reales incremento alguno, el IIVTNU no podrá exigirse. Si atendemos a los distintos pronunciamientos judiciales existentes en la materia, la única prueba admitida para desvirtuar los valores objetivos tomados por la Administración es la pericial.

Cabe destacar, en este sentido, la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Navarra de fecha 17 de Abril de 2002, que en su fundamento de derecho tercero expone: «No comparte el juzgador la argumentación actora constante jurisprudencia (STS de 20-2-2001 , 19-1-2001, 2-7-1998, etc.), partiendo de que tanto el valor asignado al bien de que se trate como la liquidación del tributo gozan de la presunción de legalidad, viene exigiendo, para destruirla, la existencia de una prueba 'plena, objetiva y convincente' -normalmente, la prueba pericial, más idónea a estos fines- acreditativa de que, efectivamente, el valor asignado a las parcelas en cuestión superó el valor de mercado, prueba que 
no ha tenido lugar y de la que, contrariamente a lo sostenido por la mercantil recurrente, no le eximía la circunstancia de la venta de aquéllas por una Entidad pública, pues -y en ello debe darse la razón al Ayuntamiento- el dato del precio de venta acordado por las partes es insuficiente para demostrar la errónea determinación de los criterios valorativos de la Ponencia, al no aportarse elementos de juicio reveladores de la afirmada desproporción respecto del precio real o de mercado, debiendo señalarse, además, la improcedencia de la corrección de un valor a instancia de los sucesivos adquirentes del terreno cuando el mismo no fue impugnado por su titular en el momento de su fijación.»
En igual sentido la Sentencia del TSJA con sede en Sevilla, de 15/10/2015, que cita las del TSJMadrid de 14 y 24/04/2015 (recurso nº 283/2014) y 16/12/2014 (recurso 295/2014): «aunque esta Sala pudiera compartir cuanto se argumenta en esta sentencia dictada por su homónima de Cataluña … corresponde al sujeto pasivo acreditar que el aumento de valor no se ha producido», y concluye, como es esas otras sentencias, que «en el caso presente tampoco se ha practicado prueba pericial que acredite la inexistencia de incremento del valor, no siendo suficiente respecto a un tercero, como es el Ayuntamiento, el valor declarado por la parte en una escritura pública, o el precio que figure en un procedimiento civil...»
El Tribunal Superior de Justicia de Cataluña en las Sentencias de 21 de marzo de 2012 y de 22 de mayo de 2012, dictadas en recursos dirigidos frente a la ordenanza fiscal determinan que:«1.ª)Cuando se acredite y pruebe que en el caso concreto no ha existido, en términos económicos y reales, incremento alguno, no tendrá lugar el presupuesto de hecho fijado por la ley para configurar el tributo (Art. 104.1 LHL), y éste no podrá exigirse, por más que la aplicación de las reglas del Art. 107.2 siempre produzca la existencia de teóricos incrementos».
Del tenor de la comentada STC la propia Abogacía del Estado refiere que: «...el Art. 108 de la Ley 58/2003 admite expresamente la prueba en contrario de las presunciones, 'excepto en los casos en que una norma con rango de ley expresamente lo prohíba', lo que no sucede con la previsión analizada pues la normativa del tributo no prohíbe expresamente la prueba en contrario en relación con la plusvalía del suelo, lo que permite concluir que la aplicación del sistema de cuantificación establecido en el artículo 107.2 del TRLHL para el impuesto puede considerarse como una presunción 'iuris tantum' del incremento del valor del suelo y, en consecuencia, que puede decaer por la probanza y acreditación de que tal valor ha sido otro distinto. Pero no sólo eso, sino que, mediante una interpretación de los Arts. 107 y 104 LHL, en conexión con el sistema de comprobación de valores establecido en la Ley 58/2003 (Arts. 57, 134 y 135), se puede entender que al sujeto pasivo le asiste el derecho a acudir a la tasación pericial contradictoria como método para la confirmación o corrección de la plusvalía sujeta a gravamen.»
Es decir, todo parece indicar que la reforma pudiera ir encaminada a esa idea, la de establecer un valor -base imponible- que admitiera prueba en contrario. Pero esto es algo que no debemos dar por sentado de forma taxativa habida cuenta que las posibilidades de reforma son variadas, siendo difícil por tanto y al día de la fecha, determinar unos elementos económicos en el impuesto distintos de los previstos en la norma, el TRLRHL, que, como hemos advertido queda al margen, por ahora, de la declaración de inconstitucionalidad.

A mayor abundamiento, conocedores de que en sede judicial se ha podido llegar a admitir la capacidad probatoria de la falta de incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana, se adjunta prueba en forma de tasación que responde a criterios discrecionales y que requiere ser valorado en sus justos términos: el valor de tasación que se aporta basado en la OM ECO/805/2003, de 27 de marzo, no es aplicable para la finalidad del presente supuesto (léase el artículo 2 de la citada Orden).
CUARTA.- Resta analizar cual sea la eficacia de las declaraciones de inconstitucionalidad y de la situaciones jurídico tributarias consolidadas, es decir si tal situación afectaría a aquellos actos fenecidos por haber adquirido firmeza y una vez esto, incluso de admitirse, que conlleve el reconocimiento del derecho a la devolución.
Respecto a la eficacia 'prospectiva' de las sentencias del Tribunal Constitucional en materia tributaria, señalaremos que la declaración de inconstitucionalidad de una disposición general sólo afectaría a actos y liquidaciones tributarias no firmes, ad futurum, sin que tampoco en estos supuestos, implique necesariamente la devolución de los ingresos efectuados. STC 45/1989 de 20 de febrero.
Por exigencias del principio de seguridad jurídica, en nuestro Ordenamiento jurídico administrativo, ha sido tradicional que la anulación de una disposición administrativa de carácter general no afectase a los actos administrativos firmes dictados en aplicación de la misma. Así se expresaba el antiguo artículo 120.1 de la LPA de 1958. Pues bien el Art.73 de la LJCA, en mayor medida si cabe, viene a reintroducir, a nivel de Derecho Positivo, esa especie de salvaguarda de los actos firmes dictados en aplicación de un precepto de una disposición general anulado por sentencia firme antes de que la anulación alcance efectos generales, haciéndolo extensible igualmente, para los casos de cosa juzgada, «Artículo 73. [Declaración de nulidad] Las sentencias firmes que anulen un precepto de una disposición general no afectarán por sí mismas a la eficacia de las sentencias o actos administrativos firmes que lo hayan aplicado antes de que la anulación alcanzara efectos generales, salvo en el caso de que la anulación del precepto supusiera la exclusión o la reducción de las sanciones aún no ejecutadas completamente.»
Tal y como sucede para los casos de declaración de inconstitucionalidad en el Art. 40 LOTC: «Las sentencias declaratorias de la inconstitucionalidad de Leyes, disposiciones o actos con fuerza de Ley no permitirán revisar procesos fenecidos mediante sentencia con fuerza de cosa juzgada en los que se haya hecho aplicación de las Leyes, disposiciones o actos inconstitucionales, salvo en el caso de procesos penales o actos contencioso-administrativos referentes a un procedimiento sancionador en que, como consecuencia de la nulidad de la norma aplicada, resulte una reducción de la pena o de la sanción o una exclusión, exención o limitación de responsabilidad.»
Es precisamente el principio de seguridad jurídica uno de los límites previstos por el Art.110 de la Ley 39/2019, a las facultades de revisión de los actos administrativos.
La misma conclusión cabe extraer de lo dispuesto en el Art.221.3 LGT 58/2003 al establecer que: «Cuando el acto de aplicación de los tributos o de imposición de sanciones en virtud del cual se realizó el ingreso indebido hubiera adquirido firmeza, únicamente se podrá solicitar la devolución del mismo instando o promoviendo la revisión del acto mediante alguno de los procedimientos especiales de revisión establecidos en los párrafos a), c) y d) del artículo 216 y mediante el recurso extraordinario de revisión regulado en el artículo 244 de esta Ley».
En resumen, la declaración de inconstitucionalidad de la norma tributaria proyecta sus efectos hacía situaciones futuras, dejando a salvo los actos administrativos que hayan ganado firmeza, aquellas liquidaciones o autoliquidaciones no impugnadas en tiempo y forma, consecuentemente solo cabría la devolución de ingresos cuando el acto de liquidación no haya ganado firmeza en el momento de declaración de inconstitucionalidad de la norma.

Por otra parte, la actual Ley 40/2015 de Régimen Jurídico del Sector Público establece que entre las novedades más destacables en este ámbito, merecen especial mención los cambios introducidos en la regulación de la denominada 'responsabilidad patrimonial del Estado Legislador' por las lesiones que sufran los particulares en sus bienes y derechos derivadas de leyes declaradas inconstitucionales o contrarias al Derecho de la Unión Europea, concretándose las 
condiciones que deben darse para que se pueda proceder, en su caso, a la indemnización que corresponda.

La Ley 40/2015, en su artículo 32.4, recoge con escasos cambios, el contenido del anterior artículo 139.3 de la Ley 30/92, si bien cabe destacar que es la primera vez que un texto normativo se hace referencia expresa a la responsabilidad del Estado Legislador.

Dicha responsabilidad puede darse por aplicación de leyes inconstitucionales o contrarias al Derecho de la Unión Europea. 
Así, el Art. 32 Ley 40/2015: «3.- La responsabilidad del Estado legislador podrá surgir también en los siguientes supuestos, siempre que concurran los requisitos previstos en los apartados anteriores:

a) Cuando los daños deriven de la aplicación de una norma con rango de ley declarada inconstitucional, siempre que concurran los requisitos del apartado 4.


b) Cuando los daños deriven de la aplicación de una norma contraria al Derecho de la Unión Europea, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 5.

4.- Si la lesión es consecuencia de la aplicación de una norma con rango de ley declarada inconstitucional, procederá su indemnización cuando el particular haya obtenido, en cualquier instancia, sentencia firme desestimatoria de un recurso contra la actuación administrativa que ocasionó el daño, siempre que se hubiera alegado la inconstitucionalidad posteriormente declarada.»

QUINTA.- Respecto a la suspensión.

En principio la interposición de un recurso administrativo no produce efecto suspensivo alguno, es decir, la eficacia del acto no queda enervada por la mera interposición de un recurso, ni administrativo ni judicial.

A tenor de lo previsto en la Disposición Adicional Primera de la Ley 39/2015, la revisión de actos en vía administrativa en materia tributaria se ajustará a lo dispuesto en la Ley General Tributaria y normativa de desarrollo, y ya en el ámbito de aplicación de los tributos locales y restantes ingresos de derecho público, en el Texto refundido de la Ley Reguladora de Haciendas Locales; Art.108 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de BRL: «Contra los actos sobre aplicación y efectividad de los tributos locales, y de los restantes ingresos de Derecho Público de las entidades locales, tales como prestaciones patrimoniales de carácter público no tributarias, precios públicos, y multas y sanciones pecuniarias, se formulará el recurso de reposición específicamente previsto a tal efecto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales. Dicho recurso tendrá carácter potestativo en los municipios a que se refiere el título X de esta Ley».
Pues bien, el Art.14 del TRLRHL en donde se regula el correspondiente Recurso preceptivo en materia de tributación local, dispone en su apartado 2º letra i) que la interposición del recurso de reposición no suspenderá la ejecución del acto impugnado, salvo -por remisión a lo dispuesto en el RD 2244/1979 y RD 391/1996 (actual RGRVA aprobado por RD 520/2005, de 13 de mayo, y Arts. 224 y 233 de la Ley General Tributaria 58/2003)-; a) que se aporte alguna de las garantías legalmente previstas, en cuyo caso, de admitirse, la suspensión será automática o, b) sin necesidad de aportarla, cuando se aprecie que al dictarlo se ha podido incurrir en error aritmético, material o de hecho, y en aquellos otros supuestos que se fundamenten en perjuicios de difícil o imposible reparación; Arts.25 y 46 del RD 520/2005.
En definitiva, lo determinante en este punto, es que la revisión de actos en materia tributaria se aparta del régimen general de la Ley 39/2015, que en lo referente a las solicitudes de suspensión rige el silencio positivo previsto en el Art.117.3 del citado texto. Por contra, en el ámbito tributario y restantes ingresos de Derecho Público de las entidades locales la interposición de un recurso, con solicitud de suspensión, no supone la suspensión del acto, como tampoco lo supone su tácita desestimación, cuya consecuencia no es otra que entenderlo desestimado por el transcurso del plazo de 1 mes a computar desde la interposición del mismo sin haber recaído resolución expresa, Art.14, apartado 2º letra l).

CONCLUSIÓN

Primera.- A tenor de lo expuesto resulta difícil plantear a día de hoy un escenario distinto en el Impuesto al previsto en el actual TRLRHL, por lo que, en tanto que dicha norma, al día de la fecha, no esta afectada por el fallo del TC, la actual liquidación impugnada se atempera a derecho, debiendo desestimar por tales motivos el recurso interpuesto. Recordemos que la determinación de la base imponible del impuesto es cuestión y materia sujeta a la más estricta reserva de Ley, Art.8 LGT 58/2003, 31.1 y 133.1 y 2 CE. En todo caso, lo que es evidente es que esa depreciación de valor debe quedar debidamente acreditada y tal como se infiere de los distintos pronunciamientos judiciales, y como aduce la Abogacía del Estado en la STC antes comentado: «mediante una interpretación de los Arts. 107 y 104 LHL, en conexión con el sistema de comprobación de valores establecido en la Ley 58/2003 (Arts. 57, 134 y 135), se puede entender que al sujeto pasivo le asiste el derecho a acudir a la tasación pericial contradictoria como método para la confirmación o corrección de la plusvalía sujeta a gravamen». Se adjunta tasación que responde a criterios discrecionales y que requiere ser valorado en sus justo términos: el valor de tasación que se aporta basado en la OM ECO/805/2003, de 27 de marzo, no es aplicable para la finalidad del presente supuesto (léase el artículo 2 de la citada Orden).
Por lo que, en principio, ese sería el único medio suficiente para estimar en vía administrativa un recurso de tales características.

Por las razones expuestas se propone 

PRIMERO.- Desestimar el recurso confirmando como ajustada a Derecho las liquidaciones practicadas y abonadas por los motivos anteriormente expuestos.

SEGUNDO. Notificar a los interesados.”

La Junta de Gobierno Local, órgano competente por delegación expresa de la Alcaldía, y por unanimidad, acuerda desestimar el recurso de reposición interpuesto contra las liquidaciones nº 1800000024814 y nº 1800000024984 del Impuesto sobre Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana (Plusvalía).
PUNTO 7º.-  URGENCIAS, RUEGOS Y PREGUNTAS.- 

URGENCIAS.- La Junta de Gobierno Local, por unanimidad, acuerda declarar urgente el tratamiento de los siguientes asuntos:

I.- ACUERDO COMPENSACIÓN TERRENOS EN MOGÓN.- Visto el escrito presentado por MONPLAN S.L., solicitando se compensen los 195 m² de suelo cedidos para la ampliación del carril de La Fresnedilla según convenio suscrito por el Ayuntamiento y el entonces propietario al cual se subrogó la solicitante con motivo de la compra de los terrenos a que hace referencia el convenio, y en base al informe del Asesor Urbanista de este Ayuntamiento que a continuación se transcribe:
“PRIMERO.- En fecha 21 de febrero de 2018, se solicita que, conforme al Convenio suscrito por el Ayuntamiento y la entonces propietaria, en fecha 15 de mayo de 1997, habiéndose 
subrogado en el citado convenio con motivo de la compra de los terrenos a que hacen referencia el convenio, se compensen por el Ayuntamiento los 195 m2 objeto del mismo.

SEGUNDO.- La solicitante, mediante escritura otorgada en Villacarrillo, el día 3 de septiembre de 2008, ante la fe de la notaria Doña Inmaculada Vilar Rodríguez, adquirió la finca registral 30.390, subrogándose en el convenio urbanístico mencionado. 

TERCERO.- El repetido convenio urbanístico tenía por objeto la cesión de 195 m2 de suelo, parte de la registral 30.390, para la ampliación del carril de La Fresnedilla. La contraprestación asumida por el Ayuntamiento era la reclasificación de determinada superficie de terrenos. 

CUARTO.- No habiendo sido posible la reclasificación anunciada, procede la compensación de los 195 m2 de suelo ocupado conforme a la valoración del técnico municipal de fecha 9 de marzo de 2018.

QUINTO.- En el informe de valoración mencionado, fija el valor del suelo (195m2) en TRES MIL NOVECIENTOS CUARENTA Y OCHO EUROS CON SETENTA Y CINCO CÉNTIMOS (3.948,75€), a los que se han de añadir los intereses devengados, al no tener constancia de la fecha de ocupación de los terrenos por el Ayuntamiento, desde el día de la firma del convenio urbanístico el día 15 de mayo de 1997, que ascienden a la cantidad de TRES MIL QUINIENTOS TREINTA Y DOS EUROS Y CATORCE CÉNTIMOS (3.532,14€), lo que supone un total de SIETE MIL CUATROCIENTOS OCHENTA EUROS Y OCHENTA Y NUEVE CÉNTIMOS (7.480,89€).

SEXTO.- Por la interesada, se ha de procedido a la segregación de los 195 m2 de la finca registral 30.390, mediante escritura otorgada en Villacarrillo, el 4 de abril de 2018, ante la fe del Notario Doña Inmaculada Vilar Rodríguez, con el número doscientos dieciocho de su protocolo.

SÉPTIMO.- En consecuencia, procede acordar el abono de la cantidad total mencionada en el apartado Quinto de 7.480,89€ y la comparecencia al otorgamiento de la escritura pública de compraventa a favor del Ayuntamiento.

Por lo anterior

Se ha de acordar comparecer al otorgamiento de la escritura pública de compraventa mencionada y al abono de la valoración a que se hace referencia en el apartado Quinto, que asciende a la cantidad SIETE MIL CUATROCIENTOS OCHENTA EUROS Y OCHENTA Y NUEVE CÉNTIMOS (7.480,89€)”
La Junta de Gobierno Local, por unanimidad, acuerda:

1º.- Comparecer al otorgamiento de la escritura pública de compraventa mencionada.

2º.- Abonar a MONPLAN OBRAS S.L., la cantidad indicada en el punto Quinto, por importe de 7.480,89 €. 
II.- CERTIFICACIÓN OBRA “SUMINISTRO E INSTALACIÓN DE SISTEMAS DE MIMETIZACIÓN DE CONTENEDORES DE RESIDUOS URBANOS”.- Vista la certificación de la obra de “Suministro e instalación de sistemas de mimetización de contenedores de Residuos Urbanos”, suscrita por la Directora de la misma, la Junta de Gobierno Local, por unanimidad, acuerda:

1º.- Aprobar la certificación nº 1 de la obra que a continuación se indica, por el importe que asimismo se especifica:

	OBRA Y ADJUDICATARIO
	Importe

(sin IVA)
	I.V.A.
	TOTAL CERTIF. Nº 1

	“Suministro e instalación de sistemas de mimetización de contenedores de Residuos Urbanos” adjudicatario BIOGESMA INNOVA S.L.,
	
	
	


2º.- Hacer efectivo el importe de la certificación a favor del adjudicatario de la obra.

III.- BASES CONTRATO RELEVO.- Vista la solicitud de jubilación parcial de personal laboral, con contrato de relevo. 

Considerando que existen necesidades urgentes e inaplazables que hacen necesaria la contratación de una persona para sustitución del personal laboral que se jubila parcialmente, con contrato de relevo.

Examinadas la bases de la convocatoria y de conformidad con el Art. 21.1.g) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de la Bases de Régimen Local, la Junta de Gobierno Local, Órgano competente por delegación expresa de la Alcaldía, y por unanimidad, acuerda:

1º.- Aprobar la bases de selección de un Oficial de Mantenimiento (Electricista y/o Fontanero y/o Calefactor), por jubilación parcial del trabajador de la plantilla de personal laboral del Ayuntamiento de Villacarrillo (contrato de relevo).

2º.- Proceder a realizar el correspondiente proceso de selección.
IV.- BASES BOLSAS DE EMPLEO.- Vistas las necesidades urgentes e inaplazables de distintos Servicios Municipales.

Examinadas la bases de convocatorias de creación y/o ampliación de Bases para Bolsas de Trabajo, y de conformidad con el Art. 21.1.g) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de la Bases de Régimen Local, la Junta de Gobierno Local, Órgano competente por delegación expresa de la Alcaldía, y por unanimidad, acuerda:

1º.- Aprobar las siguientes bases de selección:

· Ampliación de la Bolsa de Empleo para Personas con Discapacidad en la Categoría de Expendedor de Billetes de Autobús, dentro del Centro Especial de Empleo TAVISUR.

· Bolsa de Trabajo de Conserje-Ordenanza de Instalaciones Municipales, dentro del Centro Especial de Empleo TAVISUR.

2º.- Proceder a realizar los correspondientes procesos de selección.
V.- ADJUDICACIÓN PARCELA 3 SITA EN C/ JESÚS DE LA CAÍDA.- Se da cuenta del expediente instruido para la enajenación de bienes patrimoniales propiedad de este Ayuntamiento, sito en C/ Jesús de la Caída s/n de este Municipio.  

Visto que la Junta de Gobierno Local, en sesión celebrada el día 11 de abril de 2018, adoptó, entre otros, el acuerdo de calificar favorablemente la oferta que a continuación se indica, para la enajenación, por este Ayuntamiento, de Bienes Patrimoniales sitos en C/ Jesús de la Caída de este Municipio, para destinarlos a industria agraria o agroalimentaria:

PARCELA 3.- Finca urbana de uso industria agraria y agroalimentaria. Solar con una superficie de 146,90 m². Tiene frente de siete metros y cincuenta centímetros. Linda: al Norte, la parcela 2; Sur, la parcela 4; Este, frente C/ Jesús de la Caída; Oeste, resto de finca matriz. Finca Registral nº 37.829 Inscripción 1ª, por el precio de VEINTE MIL SEISCIENTOS DIECISÉIS EUROS CON CATORCE CÉNTIMOS (20.616,14 €), impuestos no incluidos. 

Visto que en la misma sesión se requirió a los interesados para que presentaran la documentación justificativa de hallarse al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad Social, así como de haber constituido la fianza en cantidad equivalente al 5% del precio de adjudicación (excluidos impuestos).

Presentada la documentación requerida por parte de los interesados.

Examinado el resto de documentación que obra en el expediente, y de conformidad con lo establecido en la Disposición Adicional Segunda del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, la Junta de Gobierno Local, Órgano competente por delegación expresa de la Alcaldía, y por unanimidad, ACUERDA:

PRIMERO.- Adjudicar el siguiente bien patrimonial, propiedad de este Ayuntamiento, sito en C/ Jesús de la Caída s/n, para destinarlo a industria agraria o agroalimentaria:

PARCELA 3.- Finca urbana de uso industria agraria y agroalimentaria. Solar con una superficie de 146,90 m². Tiene frente de siete metros y cincuenta centímetros. Linda: al Norte, la parcela 2; Sur, la parcela 4; Este, frente C/ Jesús de la Caída; Oeste, resto de finca matriz. Finca Registral nº 37.829 Inscripción 1ª, por el precio de VEINTE MIL SEISCIENTOS DIECISÉIS EUROS CON CATORCE CÉNTIMOS (20.616,14 €), impuestos no incluidos. 

Los adjudicatarios deberán abonar la totalidad del precio ofertado en la forma siguiente:

· 50% en el plazo de quince días, contados a partir de la recepción de la notificación del acuerdo de adjudicación.
· 50% restante antes de la firma de la correspondiente escritura, la cual deberá efectuarse en el plazo máximo de tres meses desde la recepción de la notificación del acuerdo de adjudicación.

Podrá establecerse, a petición del interesado, el aplazamiento del pago que devengará, como mínimo, el interés legal del dinero y deberá garantizarse mediante aval bancario. El periodo máximo de aplazamiento será hasta diciembre de 2018.

Si la persona adjudicataria constituyese hipoteca o prenda sin desplazamiento sobre el bien adquirido para efectuar el abono total de su importe, la formalización de la enajenación y la hipoteca se harán en unidad de acto, asegurándose el pago de la adjudicación.

Correrán a cargo de los adjudicatarios, el importe de los Anuncios y demás gastos que conlleve el presente contrato, especialmente los de su formalización en escritura pública, incluidos los honorarios del Notario autorizante. 

SEGUNDO.- Notificar a los adjudicatarios de la Parcela 3, el presente acuerdo y elevar a Escritura Pública la enajenación, una vez finalizado el pago del bien.

TERCERO.- Facultar al Sr. Alcalde-Presidente para que suscriba todas las actuaciones que deriven del expediente, en especial la correspondiente Escritura Pública.

CUARTO.- Declarar desierto el procedimiento para la Parcela 4, por falta de licitadores, debiendo procederse de conformidad con lo establecido en el Art. 170 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre. 
VI.- SERVICIO MUNICIPAL DE COMIDA A DOMICILIO.- Dada cuenta de la documentación presentada y, en especial, del informe de la Trabajador/a Social, la Junta de Gobierno Local, por unanimidad, acuerda incluir a un usuario en el Servicio Municipal de Comida a Domicilio.
VII.- AYUDAS EMERGENCIA SOCIAL.- Vista la documentación presentada y, en especial, los informes de la Trabajador/a Social, la Junta de Gobierno Local, por unanimidad, acuerda conceder distintas Ayudas de Emergencia Social, que serán gestionadas desde los Servicios Sociales Comunitarios. 
RUEGOS Y PREGUNTAS.- Se comentaron diversos asuntos de interés municipal.

Y no habiendo más asuntos de qué tratar, el Sr. Alcalde-Presidente levanta la sesión siendo las catorce horas y treinta minutos del día y en el lugar antes indicado, de todo lo cual se levanta la presente Acta, de la que, como Secretaria Accidental, certifico.


 EL ALCALDE 

  
              LA SECRETARIA ACCIDENTAL

